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UNIDAD 3

CONCEPTO Y NATURALEZA JURÍDICA DEL
JUICIO DE AMPARO.

3.1 Concepto.

Atendiendo a las definiciones que sobre el juicio de amparo han, formulado
diversos juristas mexicanos, y de acuerdo con los elementos que a nuestro
parecer merecen su conservación, elaboramos un concepto de nuestro prestigiado
medio de control constitucional, que a continuación se expone: El amparo es una
institución jurídica que se tramita y resuelve por los órganos del Poder Judicial y
excepcionalmente por los órganos jurisdiccionales locales a instancia del
gobernado que considera que un acto de autoridad afecta su esfera jurídica por
ser contrario a las garantías que en su favor consagra la Constitución, después de
haber agotado contra él los medios de defensa ordinarios, con el objeto de que el
mismo se deje insubsistente y sin efecto en el caso especial sobre el que versa la
demanda, v se le mantenga o restituya en el goce de la garantía que estima
infringida.

Esta definición indudablemente es extensa, pero necesaria para que queden
incluidos tanto los elementos esenciales como la estructura procesal y la finalidad
tuteladora de nuestro procedimiento de garantías.

En aras de una cabal comprensión del concepto, lo fragmentaremos y en seguida
explicaremos de manera individual cada uno de sus segmentos.

Afirmamos en principio que "el amparo es una institución jurídica", porque su
existencia y regulación están concebidas en ordenamientos de tal naturaleza,
como la Constitución y la Ley de Amparo.

Sostenemos después "que se tramita y resuelve por los órganos del Poder judicial
Federal, v excepcionalmente por los órganos jurisdiccionales locales", debido a
que así lo determina de manera expresa y categórica la primera parte del art, 203
de la Carta Fundamental del  país, al referirse a "los Tribunales de la Federación"



como los encargados de resolver las controversias que dan lugar al ejercicio de la
acción de amparo en los supuestos a que se contraen sus tres fracciones.

Lo ordinario es que la defensa de la Constitución esté a cargo del Poder judicial
Federal, pero por excepción un órgano jurisdiccional de una entidad federativa
puede intervenir en los trámites de un juicio de amparo y aun decidirlo, como
sucede en los casos previstos en los arts. 37 v 38 de la Ley de Amparo, que
aluden, respectivamente, a lo que en teoría se conoce como, jurisdicción
concurrente y competencia auxiliar.

Señalamos también que el amparo nace o se origina "a instancia del gobernado",
en tanto que conforme al principio establecido en la frac. I del art. 107
constitucional, y su correlativo art. 4o. de la ley de la materia, nuestro juicio de
garantías no se da de manera "oficiosa", sino siempre a iniciativa o "instancia" del
gobernado que estima violados los derechos que le otorga la Constitución.

Agregamos que el amparo se interpone contra un "acto de autoridad", debido a
que por medio de esta vía constitucional sólo es factible reclamar los actos
emanados de los órganos del Estado, no así, y de ningún modo, los actos
propiamente de "particulares".

 El amparo lo hace valer el gobernado porque "considera que el acto reclamado
afecta su esfera jurídica por ser contrario a las garantías que en su favor consagra
la Constitución", ya que independientemente de que esa "consideración de
afectación" sea o no acertada, lo que deberá determinarse hasta que se resuelva
el fondo del amparo es el procedimiento constitucional que .se inicia y tramita con
la petición de quien se considera agraviado, lo que motiva la actuación de los
tribunales federales.

Establecemos que el amparo se ejercita "después de haber agotado... los medios
de defensa ordinarios", porque así lo preceptúan las fracs. lII y IV del art. 107
constitucional, así como las fracs. XIII, XIV y XV del numeral 73 de la Ley de
Amparo, que se refiere a otro supuesto básico de nuestro medio de control, como
el principio de "definitividad" del acto reclamado o del juicio de amparo.

De igual forma nos referimos a que la acción de amparo se ejercita con el objeto
de que el acto reclamado se deje insubsistente y sin efecto "en el caso especial
sobre el que tersa la demanda", porque así lo prevé la frac. II del art. 107
constitucional y el numeral 76 de la ley de la materia, al consagrarse en dichos



artículos el principio de "Relatividad de la sentencia de amparo", mejor conocido
como Fórmula Otero, que limita los efectos de la resolución del juicio
constitucional al caso específico que plantea el quejoso en su demanda, y prohíbe
que se haga una declaración general respecto de la ley o acto que motiva la
misma.

En la parte final de la definición se afirma que el propósito de que el acto
reclamado se deje insubsistente es para que al quejoso se le "mantenga o
restituya" en el ;cace de la garantía violada, porque debido a la naturaleza
protectora de nuestro juicio constitucional, que puede ser preventiva o restitutiva,
es factible, mediante la sus-. pensión del acto reclamado, "mantener" al, quejoso
en el disfrute del derecho que se le pretende infringir, y si éste se violó por
haberse llevado a cabo la ejecución del acto combatido, habrá lugar a que se le
"restituya" en el goce de tal derecho, por medio del restablecimiento de las cosas
al estado que guardaban artes de la violación.

3.2 El amparo como juicio.

La actual Ley Reglamentaría de los arts. 103 5,110.7 constitucionales, a diferencia
de varias leves fue sobre la materia han estarlo vigentes, cornos las de 1869 y
1882, reputa a nuestro medio de control como un "juicio" y no como un "recurso`,
circunstancia por la que se ha suscitado polémica acerca de su carácter real, es
decir, si es propiamente un recurso o constituye un verdadero juicio.

Resolver esta disyuntiva o polémica no tendrá ningún efecto práctico; sin embargo
resulta interesante adentrarnos en el análisis cíe sus respectivas características
generales, para que con base en las diferencias existentes entre ellas, estemos en
posibilidad de poner de relieve por qué a nuestro medio de control le corresponde
el carácter de "juicio", cuando menos en los casos en que no se reclamase
asuntos de legalidad.

La primera gran diferencia que encontramos consiste en su finalidad tuteladora,
pues mientras el recurso tiene por objeto especifico determinar si la resolución
impugnada se ajusta o no a la ley ordinaria, el amparo persigue como finalidad
primordial verificar si el acto reclamado infringe o río los postulados de la Carta
Fundamental del país.

En el amparo no se pretende resolver directa y específicamente si el mandamiento



reclamado se ajusta o no a la ley ordinaria, sino que, con una visión más elevada,
de tipo social y de interés público, aspira a determinar si dicho mandamiento
implica una contravención al orden constitucional, aunque con. ello en ocasiones
también controle, de manera indirecta, el orden legal secundario.

Otra diferencia consiste en que con la interposición del "recurso" se abre o da
lugar a una segunda o tercera instancia como prolongación de la primera, lo que
no acontece respecto de la acción de amparo, pues con su ejercicio se provoca la
apertura de un juicio real, con todas su etapas procedimentales, como las relativas
a rendir el informe justificado, que es una contestación de demanda, al anuncio y
ofrecimiento de pruebas, a la admisión y desahogo de las mismas, al periodo de
alegatos, etcétera.

Por otra parte, es pertinente hacer notar que las relaciones procesales que se dan
con motivo del "amparo" y del "recurso" son totalmente distintas, pues cuando se
trata de este último, las partes activa y pasiva de la relación son las mismas que
en la primera instancia, mientras que en el amparo la autoridad que emitió la
resolución o el acuerdo impugnado es la que tiene el carácter de demandada o
parte pasiva, y puede realizar los actos procesales inherentes a todo juicio.

En resumen, las diferencias que destacamos ponen de relieve que el amparo
mexicano es un verdadero juicio, totalmente autónomo e independiente de aquel
en el que se origina el acto reclamado, y por ello constituye un gran acierto el
hecho de que se le considere y denomine así, tanto en los art. 1;13 y 107 de
nuestra Carta Magna como en los numerales de la Ley Reglamentaria de estos
preceptos constitucionales.

3.3 Naturaleza jurídica del amparo

Si. tomamos en cuenta las características de nuestro medio de control
constitucional, así corno sus perfiles más significativos, podemos afirmar que
constituye un verdadero juicio, que se desarrolla con todas las etapas procesales,
y su misión social v de interés público es preservar el orden constitucional
mediante la tutela específica de las garantías del gobernado.

Estas consideraciones son aplicables particularmente cuando se trata del amparo
indirecto o biinstancial, que se tramita y resuelve por medio de los jueces de
Distrito, y ante quien se inicia una verdadera controversia judicial entre el quejoso,



como parte actora; y la autoridad responsable como parte demandada; ambas, en
ese carácter, pueden anunciar y ofrecer pruebas, participar en su desahogo,
formular alegatos y, en general, efectuar los trámites y presentar las promociones
tendientes a impulsar el procedimiento, hasta lograr que se dicte la resolución
constitucional respectiva.

En cambio, por lo que ve al amparo directo o uniinstancial, que se tramita y
resuelve por medio de los Tribunales Colegiados de Circuito, estas
consideraciones y características esenciales no resultan aplicables, puesto que la
sustanciación en este caso se asemeja más a la del "recurso", a tal grado que
muchos estudiosos de la materia afirman que el trámite del amparo directo
constituye una instancia más del juicio en que se pronunció la sentencia definitiva
que se reclama en esta vía constitucional.

En las condiciones señaladas cabe sostener que el amparo es un verdadero juicio,
siempre que no se reclame la violación de las garantías de "legalidad"
consagradas en los arts. 14 y 16 constitucionales; cuando se hace así, el amparo
adopta toda la materia y características de un recurso, y convierte a la Suprema
Corte y a los Tribunales Colegiados en meros revisores de las controversias civiles
y penales del orden común.

En función del proceso evolutivo de nuestro juicio constitucional, particularmente
en lo relativo a su extensión tuteladora, es procedente afirmar que en la actualidad
protege tanto los postulados de la Carta Fundamental del país, como la legislación
ordinaria en general, pues el control de la "legalidad" lo determinan de manera
expresa el art. 107 constitucional y los numerales 14 y 16 de dicho ordenamiento
supremo, que elevan el principio de legalidad a la categoría de garantías
individuales, y como tales son protegidas mediante el juicio de amparo.

Nuestro medio de control, en su estructura y práctica contemporánea, procede
tanto para reparar actos directamente inconstitucionales corno los que sólo por
medio de las violaciones de una ley ordinaria redundan en la infracción indirecta
de la Constitución. De esta manera se realizan las funciones de control
constitucional y revisión de la legalidad en general.



3.4 Criterio del Poder Judicial Federal

En relación con el carácter o la naturaleza jurídica del amparo, la H. Suprema
Corte de Justicia de la Nación ha sostenido reiteradamente que nuestro medio de
control constitucional no es un "recurso" que de lugar a una nueva instancia, sino
un procedimiento o juicio autónomo e independiente de aquel en el que se origina
el acto reclamado.

Esta aseveración se retomo de la ejecutoria que textualmente dice:

En el Juicio de Amparo sólo se discute si la actuación de la autoridad responsable
violo o no garantías individuales, sin que sea dicho juicio una nueva instancia en la
jurisdicción común; de ahí que las cuestiones propuestas al examen de
constitucionalidad deben apreciarse tal como fueron punteadas ante la autoridad
responsable y no en forma diversa o en ámbito mayor.

Por otra parte, en una jurisprudencia que estableció el Primer Tribunal Colegiado
en Materia Administrativa del Primer Circuito, además de considerar que el juicio
de amparo es un "instrumento procesal creado par nuestra Constitución Federal
para que los gobernados puedan hacer proteger sus garantías constitucionales de
las violaciones que al respecto cometan las autoridades", se pugna porque no se
haga de la técnica del amparo "un monstruo del cual se pueda hablar
académicamente, pero que resulte muy limitado en la práctica para la protección
real y concreta de los derechos constitucionales", y para que la interpretación de
las normas que regulan este procedimiento constitucional se efectúe "con espíritu
generoso", lo que facilita su acceso a todos los mexicanos, sin importar su grado
de instrucción ni su nivel económico.

 Tan acertadas observaciones y sugerencias las encontramos en la jurisprudencia
que se transcribe a continuación;

AMPARO, FINALIDAD Y NATURALEZA DEL. El juicio del amparo es el instrumento procesal
creado por nuestra Constitución Federal para que los gobernados puedan hacer proteger sus
garantías constitucionales de las violaciones que al respecto cometan las autoridades. Y ese
instrumento no sólo debe ser motivo académico de satisfacción sino que también en la vida real y
concreta debe otorgar a los ciudadanos urna protección fácil v accesible para sus derechos más
fundamentales, independientemente del nivel de educación de esos ciudadanos, e independiente
de que tengan o no abundantes recursos económicos, así como del nivel de su asesoría legal.
Esto es importante, porque la protección fue el Poder judicial Federal hace de las garantías
constitucionales de los gobernados debe funcionar como un amortiguador entre el Poder del



Estado y los intereses legales de los individuos, y en la medida en que ese amortiguador funcione,
en vez de sentirse un poder opresivo, se respirará un clima de derecho.

Luego los jueces de amparo no deben hacer de la técnica de este juicio un monstruo del cual se
pueda hablar académicamente, pero que resulte muy limitado en la práctica para la protección real
y concreta de los derechos constitucionales real y concretamente inculcados. De donde se
desprende que las normas que regulan el procedimiento constitucional deben interpretarse con
espíritu generoso, que facilite el acceso del amparo al pueblo gobernado en un régimen de
derecho, lo importante no es desechar las demandas de amparo que no están perfectamente
estructurarías, sino obtener la composición de los conflictos que surgen entre gobernados y
gobernantes, y resolver judicialmente sobre el fondo de las pretensiones de éstos.


